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tuída en el Palacio de Justicia, en la sala dohde Celebra sus 
audiencias, compuesta de los ayistrados Licenciados Rafael 
J. Castillo, Presidente; Maitu'. fe J. González Marrero, An-
drés J. Montolío, Pablo Báez Lavastida, Alejandro Woss y 
Gil, Domingo Rodríguez Montarlo i Augusto A. Jupiter, Jue. 
ces; i Dr. Apolinar 'rejera, Procurador General de la Repú–
blica, asistidos del infrascrito Secretario General. 

' Presentes en la sala de audiencias los señores Liceucia-
dos José A. Jimenes D. Pedro A. Lluberes hijo, Daniel de 
Herrera i Autonio E. Alfau, nombrados por el Gobierno Mi-
litar, Presidente el prhnero i los demás Jueces de la Corte de 
Ápelación de Santo Domingo, el Magistrado Presidente, con 
la fórmula de estilo, recibió a cada uuo de ellos el juramento 
de lei. 

Siendo las once i treinta tninutos de la mañana, se cerró 
la audiencia. 

De todo lo cual se levanta la presente acta que firma el 
magistrado Presidente, por ante mí, Secretario Geueral, que 
certifico. 

R. J. Castillo. 
Oetavio Landol, 

Secretario General. 

Dios, Patria i tbertad.—República Dominicana 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Celestino Marcelo, residente en la secciou del Salado, contra 
sentencia en defecto de la Alcaldía de la común de Hignei, 
de fecha veintidos de setiembre de mil novecientos diez i 
nueve, que lo condena a pagar cinco pesos de Limita, a sufrir 
cinco días de arresto i pago de costos por haber violado el 
artículo 2o. de la Ordenauza Municipal del veiutidos de junio 
de mil novecientos diez i nueve, extrayendo artículos de con-
eunio de esta común de Highei, sin vender la mitad eu esta 
poblacióu. 

Vista el acta (lel recurso de casación levantada en 13 SP-

cretaría de la Alcaldía, en fecha trece de octubre de mil n()- 

vecientos diez i nueve. 
Oído el informe del magistrado Jliez Relator. 	• 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de 

la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistna 
los artículos 	del Código delK'roceditniento Criminal; i 24 
de la Lei sobre Procedimiento 	asación. 

Considerando, que en fecha.'ócho de setiembre de mil 
novecientos diez i nueve, el ciudadano Pedro del Rosario, 
Comisario Municipal en la común de Higuei, dirijió al Juez 
Alcalde de la mis(na común un oficio por el cual le manifes-
taba que <oída la denuncia'del Alcalde Pedáneo de la sección 
del Salado, señor Pedro Mieses,» sometía al <Juzgado de 
Simple Policía al señor Celestino Marcelo por haber violado 
el artículo 20. de la Ordenanza del Honorable Ayuntamiento 
de fecha 22 de juuio de 1919, que ordena vender eu esta po-
blación en presencia de la Policía la mitad de los. artículos 
que se fueren a extraer.» 

Considerando, que el Juez Alcalde; basáudose ett el artí-
culo 144 del Código de Procedimiento Criminal, expidió una 
ordenanza a fin de que por el Alcalde Pedáneo de la sección 
(lel Salado fuese citado el señor Celestino Marcelo para que 
compareciese por ante el Juzgado de Simple Policía el día 
veiutidos, n bu diez de la mañana, para la vista de la cansa 
que pasaría a su cargo por iinfracción a la Ordenanza Muni-
eipal de fecha vendidos de junio de mil novecientos diez i 
nueve. 

Considerando, que conforme a la disposición (lel artículo 
142 del Código de Procedimiento Criminal, las citaciones en 
tnateria de simple policía se harán a requeritniento del Mi-
nisterio Público, o de parte actora; 

Considerandh, que las funciones del Ministerio Público 
sólo pueden ser ejercidas por los funcionarios a quienes han 
sido atribuidas por,la lei. 

Considerando, que en el caso del inculpado Celestino 
Marcelo, el reyieritniento para la 'citación fué hecho por el 
Juez Alcalde, que tio tenía calidad para ello; i én consecuen-
cia el Juzgado de Simple Policía no estuvo re'gulartneute 
apoderado de la cans.1 al juzgar i condenar a dicho inculp3(10; 
que al eu sentencia está viciada de una nulidad de orden 
público 

Considerando, que los medios de casación fundados en 
nulidades de orden público, que no han sido propuestoa por 
las partes pueden ser suplidos de oficio por la Suprema Corte. 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada pot' el Juz7 
gado de Simple Policía de la común de Higuei, fecha 
veintidos de setiembre de mil novecientos diez i nueve, i en-
vía el asunto al Juzgado (le Sitnple Policía de la cotnún del 
Seybo. 

R..T. Castillo. —Atignsto A. Jopiler. —A. Woss y Gil.—D. 
lbelrignez Ifontano.—Andrés J. itIontolío.—X, de J. González 
N.—P. Báez Lavaslida. 
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tuída en el Palacio de Justicia, en la sala donde celebra sus 
audiencias, compuesta de los twszistrados Licenciados Rafael 
J. Castillo, Presidente; Manu'r ie J. González Marrero, An-
drés J. Montolío, Pablo Báez Lavastida, Alejandro Woss y 
Gil, Domingo Rodríguez Montan() i Augusto A. Jupiter, Jue-
ces; i Dr. Apolinar Tejera, Procurador General de la Repú–
blica, asistidos del infrascrito Secretario General. 

' Presentes en la sala de audiencias los señores Licencia-
dos José A. Jimenes D. Pedro A. Lluberes hijo, Daniel de 
Herrera i Antonio E. Alfau, nombrados. por el Gobierno Mi-
litar, Presidente el priinero i los demás Jueces de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, el Magistrado Presidente, con 
la fórtnula de estilo, recibió a cada uno de ellos el juramento 
de lei. 

Siendo las once i treinta tninutos (le la mañana, se cerró 
la audiencia. 

Do todo lo cual se levanta la presente acta que firma el 
magistrado Presidente, por ante mí, Secretario General, que 
certifico. 

R. J. Castillo. 
(Mario Landolfi, 

* Secretario General. 

Dios, Patria i Lbertad.—República Dominicana 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Celestino Marcelo, residente en la secciou del Salado, contra 
sentencia en defecto de la Alcaldía de la común de Higuei, 
de fecha veintidos de setiembre de mil novecientos diez i 
nueve, que lo condena a pagar cinco pesos de. tnulta, a sufrir 
cinco días de arresto i pago de costos por haber violado el 
artículo 2o. de la Ordenanza Municipal del veiutidoe de junio 
de mil novecientos diez i nueve, extrayendo artículos de con-
sumb de esta común de Higtlei, sin vender la mitad en esta 
población. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, en fecha trece de octubre (le mil no-
vecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Joez Relator. 
Oído el dictatneu del magistrado Procurador General de 

la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistoa 
los artículos 14i del Código dee\.'roceditniento Criminal; i 24 
de la Lei sobre Proceditniento asación. 

Considerando, que eu fechaScho de setiembre de mil 
-novecientos diez i nueve, el ciudadano Pedro del Rosario, 
Comisario Municipal en In cotnún de Higuei, dirijió al Juez 
Alcalde de la misma común un oficio por el cual le manifes-
taba que <oída la denuncia'del Alcalde Pedáneo de la sección 
del Salado, señor Pedro Mieses,› sometía al <Juzgado de 
Simple Policía al señor Celestino Marcelo por haber violado 
el artículo 20. de la Ordenanza del Honorable Ayuntatniento 
de fecha 22 de juuio de 1919, que ordena vender eu esta po-
blación en presencia de la Policía la mitad de los artículos 
que se fueren a extraer.) 

Considerando, que el Juez Alcalde; basándose en el artí-
culo 144 del Código de Procedimiento Criminal, expidió una 
ordenanza a fin de que por el Alcalde Pedáneo de la sección 
del Salado fuese citado el señor Celestino Marcelo para que 
compareciese por ante el Juzgado de Simple Policía el día 
veintidos, la3 diez de 114 truiriana, para la vista de la cansa 
que posaría a su cargo por Infracción a la Ordenanza Muni-
eipal de fecha veintidos de junio de mil novecientos diez i 
nueve. 

Considerando, que conforme a la disposición (lel artículo 
l42 del Código de Procedimiento Criminal, las citaciones en 
materia de simple policía se harán a requerimiento del Mí-
oibterio Público, o de parte actora; 

Considerandn, que las funciones del Ministerio Público 
sólo pueden ser ejercidas por los funcionarios a quienes hau 
sido atribuídas por.la lei. 

Considerando, que en el caso del inculpado Celestino 
Marcelo, el reveritniento pan; la citación fué hecho por el 
Juez Alcalde, que no tenía calidad para ello; i en consecuen-
cia el Juzgado de Simple Policía no estuvo re'gulartnente 
apOderado de la causa al juzgar i condenar a dicho inculpado; 
que aaí su sentencia está viciada de una nulidad de orden 
público 

Considerando, que los medios de cesación fundados en 
nulidades de orden público, que nn han sido propuestos por 
las partes pueden ser suplidos de oficio por la Suprema Corte. 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada pot' el Juz7 
gado de Simple Policía de la común de Higuei, fecha 
veintidos de setiembre de mil novecientos diez i nueve, í en-
vía el asunto al Juzgado de Simple Policía de la comtln del 
Seybo. 

R. J. Castillo.—Angnst9 A. Jnpiter.—A. Woss y Gil.—D. 
R->firigyez llontaiío.—Andeé$ J. .TIontolío.—x, de .1. González 
31 —P. Báez Lavastida. 
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Dada i firmada lia sido la anterior senteiria por los se. 
ñores jueces que arriba figurpl, en la audiencia pública del 
día nueve de julio de mil n6i-icientos veinte, lo que yo, Se. 
cretario General, certifico. 

OCTAVIO LANDOLFT. 

Dios, Patria i Libertad República Dominicana. 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre clz. la  República 

Vista la, instancia que eu fecha veiutiseis de junio 
de mil novecientos veinte, ha dirijido a la Suprema 
Corte de Justicia, el ciudadano Felipe A. Cartagena 
hilo, notario público de los del número de la común de 
Moca, en la que se le conceda •una, licencia por el tér-
mino de quince días para trasladarse a esta ciudad de 
Santo Domingo, donde tiene que practicar diligencias 
de caracter personal. 

Visto el dictamen escrito del Magistrado Procura-
dor General de la República. 

Visto el artículo 63 de la Lei del Notariado. 
La Suprema Corte dé Justicia, resuelve: conceder 

al ciudadano Felipe A. Cartagena hijo la licencia que 
solicita pot. el término de quince días, mediante la. en-
trega cle sus archivos al otro notario de esa común, 
ciudada,no Julio Sánchez Gil. 

Comuníquese al magistrado Procurador General de 
la República, para los fines consiguientes. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de 
Santo Domingo, capital de la República, a los nueve 
días del mes de julio de mil novecientos veinte, ario 
570 de la Independencia i 770 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—M. de J. González M.—A. Woss y Gil.— 
P. Báez Lavastida--Andrés J. Moniato— Augusto A. Jupíter.— 
D. Rodríguez Montano. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en Cámara del Conce-
Kel mismo día, mes i año en él expresados, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

OOTAVIO LANDOLFI. 

Boletin Judicial 

Dios. Patria i Libertad.---República Dominicana, 
LA SUPREMA CCr'TE DE JUST1CÍA 

■43i En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el se-
ñor Wenceslao Herrera, agricultor, natural de i 
residente *en San Felipe, jurisdicción de Pacificador, 
contr•a sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, 
de fecha cinco de noviembre cle mil novecientos diez i 
nueve,. que lo condena a un año de prisión correccional 
i pago de costos por el crimen de homicidio voluntario 
con:circuntancias atenuantes en la persona del que se 
nombraba Secundino Burgos, condenándolo, . además, a 
pagar a la señora Valentina Paulino viuda, Burgos, 
parte civil constituida, una indemnización de quinien-
tos pesos oro. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en. 
la  Secretaría de la Corte de Apelación, en fecha catorce 
de noviembre de novecientes diez i nueve; i el es-
crito del recurrente, alegando contra la sentencia im-
pugnada la violación de los artículos 1382 del Código 
Civil, 295 i 304 última parte, del Código Penal. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator.. • 
Oído el dictamen del magistrado Procurador Gene-

ral de la República. 

La Suprema, Corte. después de haber deliberado, i 
vistos los artículos 295 i 394, última, parte, (lel Código 
Penal; 1382 del Código Civil; i i 71 de la Lei sobre 
J>roCedimiento de Casación. 

Considerando, que en fecha treinta de junio de mil 
novecientos diez i nueve, el señor Ricardo Burgos se 
querelló al Procurador Fiscal de Pacificador contra 
Wenceslao Herrero., por haber éste dado muerte a 
Secunclino Burgos, pad re del querellante. 

Considerando, que a consecuencia de la querella de 
Ricardo Burgos se procedió a la investigación del caso, 
i terminado el proceso, fué sometido a la, Cámara de 
Calificación, la que, por auto de fecha veintisiete 
de agosto de tnil novecientos diez i nueve, envió a 
Wenceslao Herrera por. ante el Tribunal Criminal, bajo 
la inculpación de homicidio voluntario en la persona de 
Seeundino Burgos; hecho del cual fuó reconocido culpa-
ble por la Corte de Apelación de la Vega. 

4 
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Dada i firmada lia sido la anterior senteqcia por los he. 
ñores jueces que arriba figure'', eu la audiencia pública del 
día nueve de julio de mil ntry-Jcientos veinte, lo que yo, Se. 
cretario General, certifico. 

OCTAVIO LANDOLFI. 

Dios, Patria i Libertad.---República Dominicana. 
LA SUPREMA Cerl'TE DE JUSTICI"A 

En nombre de la República 

z. 

1: 

_ 

Dios, Patria i Libertad República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre 	la República 

Vista la instancia que en fecha veintiseis de junio 
de mil novecientos veinte, ha dirijido a la Suprema 
Corte de Justicia, el ciudadano Felipe A. Cartagena 
hijo, notario público de los del número de la común de 
Moca, en la que se le conceda, -una. licencia por el tér-
mino de quince días para trasladarse a esta ciudad de 
Santo Domingo, donde tiene que practicar diligencia,: 
de caracter personal. 

Visto el dictamen escrito del Magistrado Procura-
dor General de la República. 

Visto el artículo 63 de la Lei del Notariado. 
La Suprema Corte dé Justicia, resuelve: conceder 

al ciudadano Felipe A. Cartagena hijo la licencia que 
solicita por el término de quince días, mediante la, en-
trega de sus archivos al otro notario de esa común, 
ciudadano Julio Sánchez Gil. 

Comuníquese al magistrado Procurador General de 
la República, para los fines consiguientes. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de 
Santo Domingo, capital de la República, a los nueve 
días del mes de julio de mil novecientos veinte, año 
570 de la Independencia i 770 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—M. de J. González M.—A. Woss y Gil.— 
P. Báez Lavastida--Andrée J. Montolío—Augusto A. Jupiter.-- 
D. Rodríguez Moniato. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en Cáma,ra del Conce-
jo, el mismo día, mes i año en ól expresados, lo que yo, 
Secretario Genera,l, certifico. 

M'UVI° LANDOLTI. 
. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el se-
flor Wenceslao Herrera, agricultor, natural de Moci i 
residente en San Felipe, jurisdicción de Pacificador, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, 
de fecha cinep de noviembre de mil novecientos diez i 
nueve,. que lo condena a un año de prisión correccional 
i pago de costos pot. el crimen de homicidio voluntario 
con:circuntancias atenuantes en la persona del que se 
nombraba Secundino Burgos, condenándolo, .adernás, 
pagar a la señora Valentina, Paulino viuda Burgos, 
parte civil constituida, una indemnización de quinien-
tos pesos oro. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en. 
la  Secretaría de la Corte de Apelación, en fecha catorce 
de noviembre de in1.1 novecientes diez i nueve; i el es-
crito del recurrente, alegando contra la sentencia im-
pugnada la violación de los artículos 1382 del Código 
Civil, 295 i 304 última parte, clel Código Penal. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator.. - 
Oído el dictamen del magistrado Procui.ador Gene-

ral de la República. 

La Suprema Corte. después de haber deliberado, i 
vistos los artículos 295 i 394, última parte, (lel Código 
Penal; 1382 del Código Civil; i 19 i 71 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, que en fecha, treinta de junio de mil 
novecientos diez i nueve, el señor Ricardo Burgos se 
querelló al Procurador Fiscal de Pacificador contra, 
Wenceslao Berrera, por haber éste dado muerte a 
Secunclino Burgos, pad re del querellante. 

Considerando, que a, consecuencia de la querella de 
Ricardo Burgos se procedió a la investigación del caso, 
i terminado el proceso, fué sometido a la Cámara de 
Calificación, la que, por auto de fecha veintisiete 
de agosto de mil novecientos diez i nueve, envió a 
Wenceslao Herrera por. ante el Tribunal Criminal, bajo 
la inculpación de homicidio voluntario en la persona de 
Secundino Burgos; hecho del cual fué reconocido culpa-
ble por la Corte de Apelación de la Vega. 



Boletin Judicial 

Dios, Patria i Libertad República Dominicana. 

LA SUPREMA CO,-.\TE DE JUSTICIA 

En nombre de .11República 

Étoletin  Judicial  

Considerando, que el recurrente . funda su recurso 
casagión en que habien4 (lado él muerte a Secundi. 

no Burgos, en defensa prii jia por haber sido agredido 
por la vIctinaa, estaba amparado por el artículo 328 del 
Código Penal. 

Considerando, que la circunstancia de" la legítima 
defensa es un elemento material cuya existencia sólo 
puede ser reconocida por los jueces del fondo; i asl, sea 
que éstos la hayan admitido, sea lit hayan negado, cotuo 
en el caso de la especie su declaración a este respecto 
no puede constituir violación de ninguna lei; i por tanto 
no puede ser censurala por la Corte de Casación. 

Considerando, que el homicidio se castiga con la 
pena de trabajos públicos, cuando a su comisión no ha-
ya precedido, acompañado ()seguido otro crimen; con-
forme a la disposición de la última narte del artículo 
304 del Código Penal; i que el artícutlo 463 del mismo 
Código autoriza a los jueces, en el caso de que existan 
circunstancias atenuantes. cuando la pena impuesta por 
la lei sea la de trabajos públicos, pero no en su grado 
máximo, a rebajarla a la (le reclusión, o de prisión co-
rreccional, cuya duración no podrá ser menos (le un 
año; que así la Corte de Apelación hizo una justa apli-
cación de la lei al hecho del cual reconocio culpable a 
Wenceslao Herrera. 

Considerando, que habiendo sido Wenceslao Herre-
ra reconocido culpable de un homicidio voluntario, al 
condenarlo la Corte windemnización a la viuda de la 
víctima, constituida en parte civil, hizo una. justa apli-
cación del artículo 1382 del Código Civil. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el señor Wenceslao Herrera, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
cinco de noviembre de mil novecientos diez nueve, i lo 
Condena al • pago de los costos. 

R. J. Castillo.—Augusto A. Jupiter—Andrés Ilfontolío.— 
D. RodríguezMontaño.---M. de J. Gonzhkz • gloso y Gil. 

—P. Báez Lavastida. 

atendido, que el magistrado Lic. Manuel de J. González 
N'artero, ba solicitado se le conceda licencia por un mes para 
pasar a la Provincia de Azul'. 

Atendido, a que los motivos en que se funda el magis-
liado Manuel de J. González Marrero, para solicitar dicha 
licencia, i que ba expuesto en la Cámara del Consejo, justi-
tient) su pedimento. 

Oído el dictamen iii-twe 'del inagistrado Procurador 
General de la República. 

Visto el artículo 1:37 de la Lei de Organización 
La Suprema Corte de Justicia, resuelve conceder al rna-

„istrndo Manuel de J. González Marrero, la licencia 'que soll-• 
,.Ita por el término de un mes. 

Comuníquese 81 interesado. 
Dado en el Palacio de Justicia, el] la ciudad de 'Santo 

Domingo, Capital de la República, a los catorce días del mes 
de julio de triii novecientos veinte, año 77 de la Independen-
cia i 57 de la Restauración. 

I?. J. Castillo.—Augusto 	Jupiter.—P. Báez Lavastido.— 
D. Rodríguez Montano.—Andrés 	Montolío.—A. Woss y Gil. 

Dado i firmado tia sido el anterior auto por los señores 
jueces que arriba figuran. en Cámara del Consejo, el mismo 
zini, mes i uño en a expresados, lo que yo; Secretario General, 
certifico. 

ObTAVIO LA NliOLFI. 
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ACTA DE JURAMENTO 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los 
señores jueces que art iba figuran, en la audiencia pú-
blica del día catorce de julio de mil novecientos veinte, 
lo pue yo, Secretario General, certifico. 

En la ciudad de Santo Domingo, capital de la Repú-
blica, a los diez i nueve días del mes de julio de mil nove-
cientos veinte, ario 77 de la Independencia i 57 de la Restan-
ración, la Suprema Corte de Justicia, debidamente eonstituída 
en la sala del Palacio donde celebra sus audiencias, compuesta 
de los magistrados Licenciados Rafael J. Castillo, Presidente; 
Pablo Báez Lavastida, Alejandro Woss y Gil, Andrés .1. Mon-
tolío, Domingo Rodríguez Montafío i Augusto A. Jupiter, 
Jueces; i Dr. Apolillar Tejera, Procurador General de la 
República, asistidos del infrascrito Secretario General. OCTAVIO LANDOLFI. 
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Considerando, que el recurrente _funda su recurso 
de casaqión en que habienAo dado él muerte a Secundi-
no Burgos, en defensa, prIfia por haber. sido agredido 
por la víctima, estaba amparado por el artículo 328 del 
Código Penal. 

Considerando, que la circunstancia de. la legítima 
defensa es un elemento material cuya, existencia sólo 
puede ser reconocida por los jueces del fondo; i así, sea 
que éstos la hayan admitido, sea la hayan negado, como 
en el caso de la especie su declaración a este respecto 
no puede constituir violación de ninguna lei; i por tanto 
no puede ser censurala poi. la  Corte de Casación. 

Considerando, que el homicidio se castiga con la 
pena cle trabajos públicos, cuando a su comisión no ha-
ya precedido. acoinpañado. o seguido otro crimen; con-
forme a la disposición de la última parte del artículo 
304 del Código Pena,l; i que el artículo 463 del mismo 
Código autoriza a los jueces, en el caso de que existan 
circunstancias atenuantes. cuando la pena impuesta por 
la lei sea la de trabajos públicos, pero no en su grado 
máximo, a rebajarla a la de reclusión, o de prisión co-
rreccional, cuya duración no podrá ser menos de un 
año; que así la Corte de Apelación hizo una justa apli-
cación de la lei al hecho del cual reconocio culpable a 
Wenceslito Herrera. 

Considerando, que habiendo sido Wenceslao Herre-
ra reconocido culpable de un homicidio voluntario, al 
condenarlo la Corte aindemnizacióu a la viuda de la 
víctima, constituida en parte civil, hizo una justa apli-
cación del artículo 1382 del Código Civil. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el señor Wenceslao Herrera, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
cinco de noviembre de mil novecientos diez nueve, i lo 
eondena al pago de los costos.. 

R. J. Castillo.—Augusto A. Jupiler—Ándrés J. Montolío.— 
D. Rodríguez'Montaño.--M. de J. González M.—A, Woss y Gil. 
—P. Befez Lavaslida. 

Dada i firmada, ha sido la, anterior sentencia por los 
señores jueces que ari iba figuran, en 1.a audiencia pú-
blica del día catorce de julio de mil novecientos veinte', 
lo pue yo, Secretario General, certifico. 

OCTAVIO LANDOLFI. 

Boletin Judicial 

Dios, Patria i Libertad República Dominicana. 

LA SUPREMA CO;;hTE DE JUSTICIA 

En nombre de l'República 

Atendido, que el magistrado Lic. Manuel de J. González 
Manero, ba solicitado se le conceda licencia por un mes para 
pasar n la Provincia- de AZI18. 

Atendido, a que los motivos en que se funda el inagis-
flado Manuel de J. González Marrero, para solicitar dicha 

i que ba expuesto en la Cámara del Consejo, justi-
fican su pedimento. 

Oído el dictamen in-voye del magistrado Procurador 
t;eneral de la República. 

Visto el artículo 137 de la Lei de Organización Judicial. 
La Suprema Corte de Justicia, resuelve conceder al ma- 

Hstrado Manuel de J. González Marrero, la licencia que son-- 
da por el término de un mes. 

Comuníquese al interesado. 
Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de 'Santo 

Dotningo, capital de la República, a los catorce días del mes 
de julio de mil novecientos veinte, año 77 de la Independen-
( ia i 57 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—Augusto 	Jupiler.—P. Báez Lavastida.— 
D. 1?odriguez Monto7to.—Andrés J. MontoUo.—A. Woss y Gil. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señores 
jueces que arriba figuran. en Cámara del Consejo, el mismo 
día, mes i año en él expresados, lo que yo., Secretario Generad, 
certifico. 

ObTAVIO LA NliOLFI. 

ACTA DE JURAMENTO 

En la ciudad de Santo Domingo, capital de la Repú-
blica, a los diez i nueve días del mes de julio de mil nove-
cientos veinte, año 77 de la Independencia i 57 de la Restati-
lación, la Supretna Corte de Justicia, debidamente constituida 
1'11 la sala del Palacio donde celebra sus audiencias, compuesta 
de los magistrados Licenciados Rafael J. Castillo, Presidente: 
l'ablo Báez Lavastida, Alejandro Woss y Gil, Andrés J. Mon-
ten°, Domingo Rodríguez Montarlo i Augusto A. Jupiter, 
Jueces; i Dr. Apolillar Tejera, Procurador General de lá 
Rf-pública, asistidos del infrascrito Secretario General. 



1)' 

400 

Boletin Judicia1 

X' 

Z: 

Presente en la sala de audiencia el señor Licenciado 
Manuel María Guerrero, nombrado por el Gobierno Militat, 
Juez de la Corte de ApelacióA de Santo Domingo, el magis. 
trado Presidente con la fórdAa de estilo le recibió el jura-
mento de lei. 

De todo lo cual se levanta la presente acta, be firma el 
magistrado Presidente, por ante mí, Secretario Genaral, que 
certifico. 

R. J. CASTILLO. 
OCTAVIO LANDOLFI. 

Secretario General. 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

- En nombre de la República 

Vista la instancia presentada a la Suprema Corte de 
Justicia, con fecha catorce de julio de mil novecientos veinte, 
por el Lic. Rafael Castro Rivera, abogado, en nombre i re-
presentación del señor Zoilo García, comerciante, domiciliado 
en la ciudad.de La Vega; instancia eu la cual se pide 'la 
:suspensión de una sentencia de la Corte de Apelación de La 
Vega, de fecha veinte de marzo de mil novecientos veinte. 
que impugna en casación el señor Zoilo García. 

Visto el dictamen escrito del magistrado Procurador 
General de la República. 

Visto el artículo 15 de la Lei sobre Procedimiento de 
Casación. 

Atendido, a que por los motivos en que se funda la parte 
solicitante para pedir la suspensión de la ejacución de la sen-
tencia procede se le acuerde lo pedido. 

Ordena que se suspenda la ejecución de la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veinte 
-de mamo de mil novecientos veinte. 

Dado en el Palacio 	.Tusticia, en la ciudad de Santo 
Domingo, capital de la República, a los veinte días del me, 
de julio de mil noveciet,tós veinte, 77 de la Indepetitienci 
17 de la Restauración. 

R. J. Castillo.--:Augusto A. Jupiter.—D. Rodríguez .11 
:taiio.—Alictrés J. Motdollo.—A. Woss y Gil.—P. Báez Lovostido 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señoses. 
jueces que arriba figuran, en Cátnara del Consejo, el mismo. 
día, mes i año en él expresados, lo que yo, Secretario General,.• 
certifico. 

OCT..kVIO LANDOLFL 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana 

LA SUPREMA CeRTE DE JUSTICIA 

En nombre 	República 

Vista la instancia dirijida en fecha nueve de este mes 
por el ciudadano José G. Castellanos.2, notario público, a fin 
<le obtener el nombramiento para la común de Castillo. 

Visto el dictamen escrito del magistrado Procurador 
General de la República. 

Visto el artículo 89 de la Lei del Notariado. 
Atendido, a que la jurisdicción notarial de la cointln 

Castillo, se encuentra vacante por muerte del notario público 
ciudadano Joaquín Boz, según lo comprueba el acta de de-
función librada por el alcalde comunal de Castillo, en funcio-
J'es de oficial civil. 

OCTA VIO LANDOLFI 

Dios, Patria Libertad.—República Dominicana 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuelto por el señor, 
Bernabé de Vargas, labrador, del domicilio de la común de 
La- Victoria i residente eu la Culata, sección de la misma 
común, contra sentencia de la Alcaldía de La Victoria, en 

RESUELVE: 

Conceder al ciudadano José G. Castellanos el nombra-
', tniento de t'otario público de la común de Castillo, para que 

puede ejercer en ella ras funciones de su ministerio. 
Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo 

Domingo, capital de la República, a los veintidos días del-
mes de julio de mil novecientos veinte, año 77 de la Inde-
pendencia i 57 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—Augusto A Jupiler.—Andrés J. Montolío.— 
D. Rodríguez Montaiío.—P. Báez Lavastida.—A. 1Voss y Gil. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señores 
_jueces que arriba figuran, en Cámara del Consejo, el mismo 

/Ir día, mes i año arriba expresados, lo que yo, Secretario Gene- 
ral, certifico. 
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Presente en la sala de audiencia el señor Licenciado 
Manuel María Guerrero, nombrado por el Gobierno Militar, 
Juez de la Corte de ApelacióA de Santo Domingo, el magis-
trado Presidente cou la fórtl–la de estilo le recibió el jura-
mento de lei. 

De todo lo cual se levanta la presente acta, ciue firma el 
magistrado Presidente, por ante mí, Secretario General, que 
certifico. 

R. J. CASTI L LO. 
OCTAVIO LANDOLFI. 

Secretario General. 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Vista la instancia presentada a la Suprema Corte de 
Justicia, con fecha catorce de julio de mil novecientos veinte, 
por el Lic. Rafael Castro Rivera, abogado, en notnbre i re-
presentación del señor Zoilo García, cotnerciante, domiciliado 
en la ciudad de La Vega; instancia en la cual se pide 'la 
:suspensión de una sentencia de la Corte de Apelación de La 
Vega, de fecha veinte de marzo de mil novecientos veinte. 
que impugna en casación el señor Zoilo García. 

Visto el dictamen escrito del magistrado Procurador 
'General de la República. 

Visto el artículo 15 de la Lei sobre Procedimiento de 
Casación. 

Atendido, a que por los motivos en que se funda la parte 
solicitante para pedir la suspensión de la ejacución de la sen-
tencia procede se le acuerde lo pedido. 

Ordena que se suspenda la ejecución .de la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veinte 
de marzo de mil novecientos veinte. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo 
Domingo, capital de la Repúblie2i, los veiote días del me, 
de julio de mil novecientOs veinte, 77 de la Indepetidencil 
p'7, de la Restauración. 

I?. J. Costillo.-Augusto A. Jupiter.—D. Rodríguez 
lana—Andrés J. Moutolfo.—A. Woss y Gil.—P. Báez Lovostida 

Dado i firtnado he sido el anterior auto por los .TeñO.ITS: 

jueces que arriba figitran, en Cátnara del Consejo, el mismo. 
día, mes i año en él expresados, lo que yo, Secretario General,.• 
certifico. 

OCT A VIO LAN DOLFI.: 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana 

LA SUPREMA CO:kRTE DE JUSTICIA 

En nombre ¿,-,7,•la República 

Vista la instancia dirijida eu fecha nueve de este mes 
por el ciudadano José G. Castellanos, notario público, a fin 
de obtener el nombramiento para la común de Castillo. 

Visto el dictamen escrito del magistrado Procurador 
General de la República. 

Visto el artículo 8? de la Lei del Notariado. 
Atendido, a que la jurisdicción notarial de la común de 

Castillo, se encuentra vacante por muerte del notario público 
ciudadano Joaquín Boz, según lo comprueba el acta de de-
función librada por el alcalde comunal de Castillo, en funcio-
,nes de oficial civil. 

RESUELVE: 

Conceder al ciudadano José G. Castellanos el nombra-
miento de notario público de Is común de Castillo, para que 
puede ejercer en ella ras funciones iie su ministerio. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo 
Domingo, capital de la República, a los veintidos días del 
mes de julio de mil novecientos veinte, año 77 de la Inde-
pendencia i 57 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—Augusto A Jupiter.—.Andrés Montolfo.— 
D. Rodríguez Montano.—P. Báez Lavastida.—A. 1Voss y Gil. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señores 
jueces que arriba figuran, en Cámara del Consejo, el rnistno 
día, mes i año arriba expresados, lo que yo, Secretario Gene-
ral, certifico. 

OCTA VIO LANDOLFI 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el sefiou 
Bernabé de Vargas, labrador del domicilio de la común de 
La Victoria i residente en la 'Culata, sección de la misma 
común, contra sentencia de la Alcaldía de La Victoria, en 
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sus atribuciones de Tribunal de Ifigiene, (le fecha veititiii 
no de octubre (le mil novecieutos (net i 'nieve, que lo con-
dena en defecto, a pagar una }solfa (le veinte pesos oro i 
pago (le costos, por el hecho Irá liabcr violado los artículos 
6 i 8 (lel Reglamento Sanitario número 

Vista el acta (lel recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Alcaldía, en fecha catorce de noviei»bre 
de mil novecientos diez i nueve, i el escrito (lel recurrente 
en el cual alega, contra la sentencia impugnada, viola-
ciún del artículo 6o. del Reglamento Sanitario No. I. 

Oído el inffirine (lel magistrado Juez Relator. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General 
de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos, 
los artículos 6 i 8 del Reglamento Sanitario No. I, 24 i 47' 
de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que en la común de,La • V ictoria, en fe-
cha diez i seis (le octubre de mil novecientos diez i nueve 
el Inspector de Sanidad, señor Jeorge A. Doma., levaioó 
un acta en la cual consta que el-comprobó (personalmente 
que el sefior Bernabé de Vargas» había <contravenido las 
disposiciones (le la Lei teniendo el matadero y alrededores 
muy s lelo y falta (le limpieza y no en estado hijiénico;» 
acta que levantó para los fines legales por considerar que 
dicho señor Bernabé de*Vargas habla incurrido «en una 
falta prevista por el artículo 6 (lel Reglamento Sanitario 
No. 1.) 

Considerando, que el serio:. Bernabé de Vargas fué so. 
metido a la Alcaldía (le La Victoria, en sus atribuciones 
(le Tribunal de Hijiene, por el herho establecido eu el acta 
(lel Inspector de Sanidad, como infractor (le las disposicio-
nes (lel Reglamento Sanitario No. 1 relativas al estado de 
aseo en el cual deben los rematistas mantener los merca-
dos mei !dignos. 

Considerando, que el Tribunal (le Hijiene de La Vic-
toria hizo una errada aplicación (le los artículos 6 i 8 del 
Reglamento Sanitario No, 1 en el caso (lel señor Bernalié 
de Vargas, puesto que consideró como mercado púbiico el 
matadero, que no lo es; i condenó a dicho señor por un 
hecho que no constituye ninguna contravención a las dis-
posiciones (le dicho Reglamento, que se refieren a :Merca-
dos público.s i no a mataderos. 

Por tales motivos, casa sin envío la sentencia dictada 
por la Alcaldía de La Victoria, en tillS atribuciones de Tri- 

11/4, 
I: .1. Gmtillo.—André.g J. .11o'Oolk).—ilugusto A. .Impiter. 

—I). 1:odríymiz 	 Woso Gil. --P. 1.14ez 'mugida. 

Dada i firmada ba Nido la anterior sentencia por los 
seione; jueces que arriba tizttran. en In aullienGin pública 
del (lía veintitres de julio (le mil novecientos veinte, lo 
que ■ o. Secretario t ene II, I, cert i tico. 

OCTAVIO LANDOLFI. 

Dios. Patria i Libertad.—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En noníbre de la República 

--- 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el SPfilr 

Domingo Dominici, comerciante. natural de Córcega, i 
en la ciudad (le Barahona, contra sentencia del Juz-

gado de Primera Instancia (lel distrito judicial de Barahona, 
(le fecha veintinueve de noviembre de tnil novecientos diez i 
nueve, que tija en la suma de diez i ocho pesos la cuota ali-
menticia que debe sirministrar el reeurrente, mensualmente, 
a sus hijas menores Rnsa, Rumalda Mode4ina; i E 11 (1180 CCM-

trario lo condena sufrir tut nño de prisión correccional. 
Vista el acta del recurso (le cisación levantada en la 

Secretaría del Juzgádo de Pritnera Instancia, en fecha pri-
tnero (le dicietnbre de mil novecientos .(liez i nueve. 

Oído el infortne del magistrado Juez Relator. 
' 	Oído el dictatnen del magistrado Procurador General de 
la República. 

La Supretna Corte, desput,s de haber deliberado, i vista 
Olden Ejecutiva No. 168: i el artículo 47 de. la 	sobre 

Procedimiento de Casación. 
Considerando, que en fecha veinticinco de noviembre de 

mil novecientos diez i nueve, la señora Remedio Matos se 
querelló al Procurador Fiscal del distrito judicial de Bara-
hona, contra el señor Dornin„ao Dotninici, quien según la 
gut rellante, no había cumplido (las obligaciones de padre a 
que lo compele la Orden Ejecutiva No. 168 del Gobierno 
Militar, según compromiso hecho por el referirlo Dominici, 
ante la Procuraduría Fiscal de Barahona, el día tres del uaes 
de agosto. del afio pasado  

llijiette, (le feelta veintiuno de octubre de mil 
,,,,\ crientos diez i 1111eVe. 
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sus atribuciones de Tribunal de Iligiene, de fecha 5 eitiliti 
no de octubre de mil novecientos diez i nneve, que lo con-
dena en defecto, a pagar una ;multa de veinte pesos oro 1 
pago de costos, por el hecho fri halwr violado los artienloa 
6 i 8 del Reglamento Sanitario número 1. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en lit 
Secretaría de la Alcaldía, en fecha catorce <le noviembre 
de mil novecientos diez i nueve, i el escrito <lel recurreate 
en el cual alega, contra la sentencia impugnada, la viola-
ciótt 'del artículo 6o. del Reglamento Sanitario No. 1. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General 
de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i visan, 
los artículos 6 i 8 del Reglamento Sanitario No. 1, 24 i 
de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que en la común de, La •Victoria, en fe. 
cha diez i seis de octubre de mil novecientos diez i iiiieve 
el Inspector de Sanidad, señor Jeorge A. Donse, levantó 
un acta en la cual consta que el-comprobó <personalmente 
que el señor Bernabé de Vargas» había <contravenido las 
disposiciones de la Lei teniendo el matadero y alrededores 
muy slcio y falta de limpieza y no ell estado bijiénico;» 
acta que levantó para los fines legales por considerar que 
dicho sefior Bernahé de*Vargas había incurrido «era tina 
falta prevista por el artículo 6 del Reglamento Sanitario 
No. 1.» 

Considerando, que el serio:. Bernabé de Vargas fité so. 
metido a la Alcaldía de La Victoria, en sus atribuciones 
de Tribunal de Hijiene, por el heeho establevido eu el arta 
del Inspector de Sanidad, como infractor de las disposicio-
nes del Reglamento Sanitario No. 1 relativas al estado de 
aseo en el cual deben los rematistas mantener los merca-
dos luí bl i <tos. 

Considerando, que el Tribunal de Hijiene de La Vic-
toria hizo una errada aplicación de los artículos 6 i 8 del 
Reglamento Sanitario No. 1 en el caso del señor Bernabé 
de Vargas, puesto que consideró como mercado público el 
matadero, que no lo ts; i condenó a dicho señor por un 
hecho que no constituye iiingunA contravención a las dis-
posiciones de dicho Reglamento, que se refieren a- Merca-
dos públicos i no a mataderos. 

Por tales motivos, casa sin envío la sentencia dictada, 
por lit Alcaldía de La Victoria, en sus atribuciones (le Tri. 
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;,,),,•i' de Hijiette, de feelta veintiuno de (octubre ole mil 

,i(i\ (.cientos diez i mieve. 

f: 	custifio. --.André.st J. Mjítolio.—Aug usto A. .hrriter. 
nodríyttez Muntiliio.-- 	ji Gil. –P. 11,1ez litvastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los 
,/.501.e; jueces que arriba figuran. en la audiencia. pública 
del día veintilres de julio de mil novecientos veinte, lo 
(1110 Se, Secretario certifico. 

OCTAVIO LANDOLFI. 

Dios, Patria i Libertad.- –República Dominicana. 

I-A SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nonibre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el seillr 
Domingo Doininici, eomerciante. natural (le Córcega, i 

en la ciudad de F3arahoips, contra sentencia del Juz-
gado de Prbnera instancia (lel distrito judicial (le Barahona, 
de fecha veintinueve de noviembre de mil novecientos diez i 
nueve, que tija en la surna de diez i ocho pesos la cuoto ali-
menticia que debe smninistrar el recurrente, mensualmente, 
a sus hijas menores Rnsio, Rumalda Modestina; i euSe con-

trario lo condena a sufrir un ano de prisión correccional. 
Vista el acta (lel recurso tle casación levantada en la 

Secretaría del.Juzgoido de Prilnera 1119t2111eitt, fecha pri-
mero de diciembre de mil novecientos .tliez i nueve. 

Oído el infortne del magistrado Juez Relator. 
• 	Oído el dietatnen del magistrado Procurador General .le 
la República. 

Supretna Corte, despuls <le haber deliberado, i vista 
la Otden Ejecutiva No. 168: i el artículo 47 de. Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, que en fecha veinticinco de noviembre de 
novecientos diez i nueve, la sefiora Remedio Matos se 

querelló al Procurador Fiscal del distrito judicial de Bara-

hona, contra el señor Domingo Donainici, quien según la 
qu< rellante, no había cumplido «las obligaciones de padre a 

que lo compele la Orden Ejecutiva No. 168 del Gobierno 
Militar, según compromiso hecho por el referido Dotninici, 
ante lit Procuraduría Fiscal de Barahona, el día tres del tnes 
de agosto, del afio pasado  



( • 1 

lo 
ú I 

12 	 goletin Judicial 

Considerando, que en vista de la querella presentada 
la señora Matos, el Procura,illor Fiscal hizo citar por ante 
Juzgado de Primera Insta0a a la querellante i al setior 
Dorninici. 

Considerando, que no consta en la sentencia imptignadu 
que, como lo afirmó la querellante el señor Dominici hnbie,e 
dejado de cumplir con sus obligaciones para C013 105. 

tnenores de quienes es madre la señora Remedio Matos; sieo 
que el señor Dominici pidió se redujese a diez pesos mensua-
les, la suma de veinte que se había comprinnetido a sun-link-
trar a los menores. 

Considerando, que la Orden Ejecutiva Nútn. 168 que 
sanciona penalmente la falta de cumplimiento por parte de 
los padres. de la obligación de alimentar, vestir, sostener, edil. 
car i procurar albergue a sus hijos tnenores, sólo ha derogado 
las reglas de la competencia, eu cuanto ha atribuído a los 
Tribunales correccionales deeidir sobre la paternidad investi-
gada para los fines de dicha Orden Ejecutiva. 

Considerando, que sólo los Tribtanalls civiles son com-
. páentes para decidir en materia de pensión alitnenticia; i por 
tanto en el caso de la sentencia impugnada, el Juez violó las 
reglas de la competencia al fijar la cuantía de la pensión que 
el señor Dominici deberá suminis.trar a EMS hijos tnenores. 

Considerando, que la sentencia impugnada pronuncia 
contra el señor Dominici una condenación eventual, para el 
caso en que dicho señor vio suministrare a sus hijos menores 
la pensión mensual fijada por la mistna. sentencia; lo cual 
constituye un exceso de poder de parte-del Juez, puesto que 
las penas se aplican por las infracciones cometidas i uo por 
las que puedan cometerse; que si el señor Dominici se eneon. 
traba ett el caso previsto por la Orden Ejecutiva Nútn. 168, 
el Juez debió itnpouerle la pena eshblecida en dicha Orden 
Ejecutiva; i si lo contrario, debió. ponerle fuera de causa i no 
condenarlo como lo hizo, 110 porque hubiera cometido la in. 
fracción,,sino para el caso en que In cometiera. 

Por tales•motivos. casa la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera instancia del distrito judicial de Barahona. 
de fecha veiutinueve de noviembre de tnil novecientos diez i 
nueve. 

I:. J. Castillo. — .1 ?apodo A. Jupike. —Andra Mool‘,1; 
D. Rodríguez lifonlaí7o.--: .4.11toss y Gil.— P. Báez Lovalt,,i. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran en la audiencia pública del 
día veintitres de julio de mil novecientos veinte, lo que yo. 
Secretario General, certifico. 

0C7.'A VIO 1.,A N pOLF.l. 
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